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RESUMEN: El estudio analiza la necesidad de reinterpretar y replantear la revisién
de las concesiones hidrdulicas previamente concedidas, como consecuencia de nuevos
caudales ecolégicos o de medidas ambientales derivadas de la evaluacién ambiental o
de la proteccién de los espacios naturales protegidos, incluida la Red Natura 2000. Se
plantea el eventual derecho a indemnizacién en este dmbito.

Palabras clave: concesiones de uso privativo de agua; revocacién de concesiones;
revisién de concesiones; caudales ecoldgicos; indemnizacién.
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(**) Texto ampliado de la Comunicacién presentada al Congreso Internacional «Desafios
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ABSTRACT: The study attempts to analyze the desirable interpretation and reconsi-
deration of the revision of hydraulic concessions previously granted as a result of new
ecological flow or resulting environmental measures of the environmental assessment, or
the protection of protected natural areas, such as Natura 2000 Areas. Is proposed the
potential right to damages.

Key words: concessions for private use of water, revocation of concessions, review
of concession, ecological flow, compensation.

. UNA MANIFESTACION MAS DE LA AMBJENTALIZACIC’)N DEL
DERECHO DE AGUAS: LA RECONSIDERACION DE CONCESIONES
DE USO PRIVATIVO DE AGUAS POR MOTIVOS AMBIENTALES

Debemos comenzar nuestra reflexién en torno a una temdtica tan deba-
tida, como resulta el eventual resarcimiento de los perjuicios derivados de la
revisién de concesiones de uso privativo del agua por motivos ambientales,
afirmando que la ambientalizacién o ecologizacién del Derecho es una rea-
lidad de nuestro tiempo. Este nuevo paradigma, a partir del cual enfrentar el
estudio de las instituciones ya ha tenido predicamento en otros dmbitos, y asi,
ya no nos resulta ajeno hablar de la ambientalizacién o ecologizacién de los
curriculum, de las Universidades, de lo social, del turismo, de la filosofia, de la
de la psicologia, de las matemdticas, de la ética y de la economia, entre otros
sectores y disciplinas, habiendo visto la luz ya numerosos estudios doctrinales
que predican esta tendencia comin. El Derecho no es ajeno a esta realidad,
y ciertos autores se han ocupado de acufiar los términos «ambientalizacién» o
«ecologizacién», para referirse en general al Derecho, pero también especifica-
mente a instituciones bdsicas del Derecho Administrativo, como las ordenanzas,
la distribucién de competencias, el procedimiento administrativo, los derechos
fundamentales o sefialadamente al dominio piblico (1). La ambientalizacién
del derecho de los bienes de dominio publico natural, y el reforzamiento de
su funcién ecolégica y social puesta de manifiesto por Esteve PARDO como una

(1) Paralelamente al adelgazamiento normativo en materia ambiental, que LoPEz RAMON
denuncia al analizar las tendencias del Derecho ambiental actual, se echa de menos la ambien-
talizacién del derecho de minas, frente a la ambientalizacién de otros sectores, en LopEz RAMON,
2014: pp. 549-52. Para un estudio en profundidad sobre la ambientalizacién del derecho,
pueden verse los trabajos: JoroaNO Fraga, 2002: pp. 101-141 y DeiapO Piaueras, 1992. Se
han referido también a la ambientalizacién o a la ecologizacién del Derecho, Goroio, 1999:
pp. 307-340; Puic Ventosa, 2008: pp. 109-130; Hovos Ramirez, 2011: pp. 47-64; lzcara
Palacios, 2001: pp. 3-24; Teijeiro Lillo, M. E., 2011: pp. 895-908; Lozano Cutanpba, 2002:
pp. 175-205, Betancor Robricuez, 2004: pp. 87-96. Sobre la «ambientalizacién» o «ecolo-
gizacién» de los conflictos del agua en los paises con estructura territorial descentralizada,
Vid. Pérez pe Los Coos HernANDEZ, 2015.
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revalorizacién y proteccién reforzada de estos bienes, es una realidad en
Derecho espariol (2).

Partiendo de estas premisas, y descendiendo ahora a la parcela que
constituye el denominado Derecho de aguas, puede afirmarse con igual rotun-
didad que el avance del Derecho Ambiental, y en especial del que se ha
venido en denominar Derecho de los recursos naturales, estd incidiendo de
manera decisiva sobre instituciones bdsicas del Derecho de aguas como la
distribucién de competencias, la planificacién hidrolégica y sus relaciones con
el resto de instrumentos planificadores, las técnicas juridicas para el control
de avenidas e inundaciones y los fitulos habilitantes de su uso como bien de
dominio piblico natural.

Como es sobradamente conocido, las peculiares caracteristicas del Dere-
cho Ambiental espafiol, cambiante por antonomasia, tanto por exigencias de
su propio objeto como por la europeizacién a la que se encuentra sometido,
nos estd llevando a una general reformulacién del tradicional Derecho de
Aguas, sobre todo a partir de la Directiva 2000/60 Marco de Aguas (DMA).
El agua, desde estos ya no tan nuevos planteamientos, sin dejar de cumplir
esa funcién econémica como recurso sobre el cual desarrollar la actividad
industrial, agricola y turistica, entre otras, que fundamentalmente se dirige a
disciplinar su uso y a asegurar su disponibilidad, es entendida en las Gltimas
décadas fundamentalmente como recurso bésico para la vida, concepcién en
la que entroncan nuevos planteamientos también conocidos sobre el recono-
cimiento del derecho humano al agua y su naturaleza de recurso natural de
marcado valor ambiental.

Nuestro estudio se dirige al andlisis del régimen juridico de las conce-
siones de uso privativo del agua, para preguntarnos e intentar responder
acerca de una eventual necesidad de reinterpretacién o replanteamiento de
la revision de las mismas como consecuencia de exigencias ambientales, esto
es, por exigencias de los nuevos caudales ecolégicos fijados en la planifica-
cién hidrolégica o de medidas ambientales derivadas de los resultados de la
evaluacién ambiental de los planes o de la prevalencia de la planificacién de
los recursos naturales y de la proteccién de los espacios naturales, incluida la
Red Natura 2000. Se plantea el derecho a indemnizacién de los titulares de
las concesiones preexistentes vy si la ecologizacién del derecho de aguas esté
provocando algunas consecuencias sobre su disciplina.

Situados en las coordenadas descritas, y encarando el tema anunciado, a
nadie ya sorprende que la incorporacién de la variable ambiental exija cada
vez més la frecuente reconsideracién de concesiones hidrdulicas previamente
concedidas, como consecuencia de la imposicién de nuevos caudales ecolé-

(2) Esteve Paroo, 2015: pp. 502-503.
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gicos o de medidas ambientales derivadas de la evaluacién ambiental o de
la prevalencia de la planificacién de los recursos naturales y de la proteccién
de los espacios naturales, incluida la Red Natura 2000 (3). En puridad, la
operacién de deshacer o desmantelar el entramado de concesiones hidrdulicas
preexistentes no es nuevo en nuestro ordenamiento juridico, ya que el texto de
la propia Ley 29/1985, de Aguas (LA), en su redaccién inicial, y aln antes
la Ley de 20 de febrero de 1942, de Pesca, supeditaron el otorgamiento de
las concesiones a las exigencias de conservacién del recurso (art. 40.d) o a
la garantia de aprovechamiento concreto (4).

La adecuacién ambiental de las concesiones de uso privativo de aguas,
que puede exigir desmantelar las concesiones previamente otorgadas (rescate
o revocacién), o al menos proceder a su modificacién (revisién), podré encon-
trar su justificacién en una variacién de las circunstancias deferminantes de su
otorgamiento o mds bien en la adecuacién de las mismas al contenido de los
Planes hidrolégicos. En consecuencia, surgirdn diversos interrogantes en relacién
con la indemnidad del principio de seguridad juridica y de confianza legitima,
asi como sobre la aplicacién de la doctrina de los derechos adquiridos y de la
vinculacién de la Administracién a sus propios actos, todo ello para fundamen-
tar si existe o no derecho a indemnizacién conforme a la normativa vigente.

La reconsideracién de las concesiones de uso privativo del agua por
motivos ambientales, formalizada a través de diversos procedimientos, como
son el rescate o revocacién y la revisién o modificacién de las concesiones
de uso privativo, ha de ser analizada en el marco de la Ley 33/2003, de
Patrimonio de las Administraciones Piblicas (LPAP) y del Real Decreto Legislativo
1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
de Aguas (TRLA). Sin perjuicio de abordar seguidamente cudl es la regula-
cién que a estos aspectos dispensa el TRLA, en este lugar procedemos a dar
cuenta de la regulacién del rescate y de la revisién de concesiones de uso de
dominio pdblico que, con cardcter general, lleva a cabo la referida LPAP (5).

(3) GAuwez se referia a esta circunstancia en relacién con las autorizaciones. A su
juicio, constituyen un medio eficaz para la proteccién del medio ambiente cuando se trata
de iniciar nuevas actividades que puedan afectar al medio ambiente, pero traen problemas
cuando se pretende adaptar las actividades autorizadas a condiciones mds exigentes de las
nuevas regulaciones sobre la materia. Asi, cuando una nueva regulacién exige condiciones mds
estrictas a una actividad, para salvar las dificultades que pueden producirse en relacién con la
expropiacién de derechos adquiridos por la reconformacién de la actividad sin compensaciones
econdmicas, es necesario acudir a soluciones innovadoras como el establecimiento de standar,
la regulacién de las caracteristicas de las materias primas y las homologaciones e imposiciones
de niveles tecnoldgicos en las respectivas autorizaciones (GAvez, 1985: pp. 815 y 816).

(4) HerrAez ViLas, 1999: pp. 66 y 67.

(5) Recuérdese que en virtud del art. art. 84. 3 de la LPAP, Las concesiones y auto-
rizaciones sobre bienes de dominio publico se regirén en primer término por la legislacién
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Esta norma estatal transversal, que regula con cardcter bdsico las concesio-
nes de uso de bienes de dominio piblico ex art. 149.1.18° CE, se refiere al
rescate de las concesiones demaniales, estableciendo que se extinguirdn por
el rescate de la concesién, previa indemnizacién (art. 100 LPAP). También
contempla la norma patrimonial la revocacién unilateral de las autorizaciones
sobre bienes de dominio puiblico, en este caso sin hacer referencia alguna al
eventual derecho a indemnizacién que pudiera corresponder al titular de la
misma (art. 92.4 LPAP). Guarda silencio, sin embargo, sobre la revisién de
concesiones y autorizaciones.

Si esta es la disciplina bésica que se deriva de la LPAP, dicha regulacién
debe ser integrada con la que el TRLA lleva a cabo de la revisién de las con-
cesiones de uso privativo de agua, segin la cual las concesiones podran ser
revisadas cuando de forma comprobada se hayan modificado los supuestos
determinantes de su oforgamiento, en casos de fuerza mayor —a peticién del
concesionario— y cuando lo exija su adecuacién a los Planes hidrolégicos
(art. 65.1 TRLA). Se establecen taxativamente los tres posibles motivos de revi-
sién, advirtiéndose, ademds, que sélo en el caso sefialado en el parrafo ¢ del
apartado 1, esto es, cuando lo exija su adecuacién a los Planes hidrolégicos, el
concesionario perjudicado tendré derecho a indemnizacién, de conformidad con
lo dispuesto en la legislacién general de expropiacién forzosa (art. 65.3 TRLA).

Como se tendrd ocasién de analizar, los motivos contemplados como
causas que legitiman la revisién del fitulo habilitante en el art. 65 del TRLA
resultan de muy diversa naturaleza. Ademds, debe precisarse que el TRLA en
ningin momento contempla de manera expresa los denominados «motivos
de oportunidad», a diferencia, como se verd, de lo que el mismo texto legal
establece cuando el titulo habilitante a considerar es la autorizacién (art. 104
TRLA). Por otra parte, debe afiadirse que, en sentido contrario, el TRLA guarda
silencio en relacién con la revocacién de concesiones, de modo que en este
caso devendria aplicable el ya mencionado art. 100 de la LPAP (4).

il. LA RE\(OCACI()N DE CONCESIONES DE USO DE BIENES DE DOMI-
NIO PUBLICO Y LA OBLIGACION DE INDEMNIZAR. DOCTRINA

Como es sabido, existe consenso doctrinal y jurisprudencial sobre la
inexistencia de derechos adquiridos respecto de bienes de dominio pdblico. El

especial reguladora de aquéllas y, a falta de normas especiales o en caso de insuficiencia de
éstas, por las disposiciones de esta ley.

(6) Dejamos fuera del presente estudio el andlisis de la revisién y rescate de autoriza-
ciones de dominio publico, sin perjuicio de la referencia en el texto del presente trabajo a la
solucién indemnizatoria contemplada por el TRLA para estos supuestos.
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uso especial o privativo de un bien de dominio piblico siempre se encuentra
sometido a plazo, so pena de nulidad (7). Ahora bien, antes del vencimiento
de éste si es posible que la Administracién deje sin efecto la concesién, siem-
pre que asi lo justifiquen circunstancias sobrevenidas de interés piblico, entre
las que puede encuadrarse la proteccién de los valores ambientales del bien,
mediante resarcimiento de los dafios que se causaren o sin éste cuando no
procediere. Nos referimos a la potestad administrativa de rescate de con-
cesiones regulada en los arts. 100 de la LPAP y 80.10° del Real Decreto
1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes
de las Entidades Locales (RBCL) como facultad implicita en toda concesién.
En este sentido, puede afirmarse que el rescate o revocacién de concesiones,
en estos casos, goza de cardcter expropiatorio, de conformidad con el art. 1
de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiacién Forzosa (LEF), por
tratarse de una privacién singular de derechos de contenido patrimonial, y asi
fue entendido, entre otras, por las SsTS (Sala de lo Contencioso-administrativo),
de 6 de abril de 1987 y de 24 de diciembre de 2001 respecto de bienes de

dominio piblico maritimo-terrestre (8).

Esta posibilidad de revocacién anticipada, denominada cldusula de preca-
rio, puede dar lugar o no a indemnizacién. Siguiendo a MarTIN MATEO, doctrina
y jurisprudencia han distinguido entre precariedad de primer grado, creada
con carécter permanente y duradero —que comporta derecho a indemniza-
cién— y precariedad de segundo grado, provisional y transitoria —que no
comporta el deber de indemnizar— (9). La distincién entre ambas se basa

(7) CorraL GArcia y Lopez Peticer, 2001: pp. 208-209.

(8) Al hilo de la distincién entre autorizaciones y concesiones de dominio piblico, el
TS ha entendido que de la concesién, nacen verdaderos derechos subjetivos, por lo que, en el
caso de revocacién, surgird el deber de resarcir los dafos y perjuicios irrogados. En relacién
con la autorizacién, en cambio, que otorga o tolera un uso especial, éste serd revocable por
razones de inferés publico sin indemnizacién. Lopez RAMON, sobre este particular, advirtié que
la operacién en que consiste el rescate de concesiones previsto en las leyes sectoriales, se
produce, al igual que la revocacién, sin necesidad de seguir el procedimiento expropiatorio.
Vid. Lorez RAMON, 1981: pp. 60 y 61.

(?) De imprescindible consulta resulta el trabajo de MarTiN MaTEO, 1968, pp. 93-121.
Un profundo estudio del precario administrativo puede encontrarse en la monografia Despentabo
Daroca, 2006. Vid., asimismo, FErNANDEZ Acesepo, 2007 y Garcia Perez, 2007: pp. 337-352.
La normativa autondmica también prevé la revocacién de concesiones en similares términos
al art. 80.10° del RBCL. Es el caso de la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la
Comunidad de Madrid. Dispone su art. 33.3 que La Comunidad de Madrid podrd revocar las
concesiones antes de su vencimiento, si lo justificaran circunstancias sobrevenidas de interés
publico. El concesionario deberd ser resarcido de los dafios que se le hayan causado. En el
mismo sentido, como nos recuerda FERNANDEZ ACEBEDO, se encuentran las leyes de patrimonio
de las CCAA de Andalucia, Aragén, Valencia, Extremadura, Galicia, Cantabria, Baleares,
La Rioja, Navarra, Asturias, Pais Vasco, y Murcia (FErnANDEZ Acesepo, 2007: p. 414). No
obstante, resulta curioso que de un andlisis detenido del contenido de las leyes de patrimo-
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en las diferentes condiciones de estabilidad o interinidad del uso concedido y
en las condiciones de oportunidad y alteracién de la causa originaria de esa
situacién juridica de uso que acompaia a la accién revocatoria, de suerte que
la cldusula de precario no elimina per se la indemnizacién

Sobre esta cuestién, la jurisprudencia se ha mostrado vacilante. Asi, la
STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 13 de diciembre de 1999 ya
hace mds de quince afios se erigié como un claro exponente de la doctrina
que niega la existencia de derechos adquiridos respecto a bienes de dominio
pUblico, al afirmar el TS que: [...] Por mucho tiempo que el demandante haya
usado la via piblica de que se trata como paso para vehiculos, ningin derecho
adquirido puede deducirse de tal hecho, porque los bienes de dominio publico
son inmunes frente a la posesién continuada de los particulares, que en ningdn
caso puede originar para los poseedores la adquisicién de derechos reales
por usucapién [...] (F.j. 2°) (10).

Ahora bien, una cosa es que no se adquieran derechos sobre el domi-
nio publico, y otra muy distinta es que, en caso de revocacién de titulos que
habilitan a su uso, ello no comporte en ningdn caso derecho a indemnizacién.
Afirmaba el Tribunal en esta misma Sentencia, y en relacién a esta Gltima
cuestién, que:[...] los Ayuntamientos tienen competencia para ordenar el trdfico
de las calles y plazas publicas y regular la forma de su uso, y dentro de esa
competencia se incluye la facultad municipal de declarar una plaza o calle
publica de uso peatonal sin que frente a la misma ningin vecino ostente derecho
adquirido alguno para seguir transitando por ellas con vehiculos en la forma
en que venian haciéndolo, sin perjuicio de la indemnizacién que puede ser
procedente en determinados casos [...] (f.j. 1°) (11).

Finalmente el Tribunal no descarta el derecho a indemnizacién, el cual
ha de ponerse en conexién con la singularidad de la medida que prohibe
una actividad previamente autorizada. Considera el Alto Tribunal que se
trata de un titulo revocable por su propia naturaleza que en el concreto
caso analizado no constituye privacién singular de derechos. Finalmente,

nio autonémicas pueda vislumbrarse que algunas de ellas, entre las que se encuentra la Ley
3/1992, de 30 de julio, de patrimonio de la Regién de Murcia (art. 39.2.c) y la Ley /2001,
de 11 de abril, de las Islas Baleares (art. 30.2. ¢}, no reconozcan en todo caso el derecho
a indemnizacién derivado del rescate de las concesiones, sino sélo «cuando proceda», lo
cual es buena muestra de que no existe una solucién uniforme a esta cuestién, si bien cabria
plantear la inconstitucionalidad de estas disposiciones por contravenir la normativa bdsica
estatal ex. art. 149.1.18° CE.

(10) Vid., asimismo, la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 25 de mayo
de 1998 (f. . 4°).

(11) Cfr. SsTS (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 22 de noviembre de 1983
y de 30 de marzo de 1987.
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no reconoce el derecho a indemnizacién porque no se formulé la pretensién
indemnizatoria en instancia, a pesar de que incardina el supuesto en la
revocacién por cambio de apreciacién del interés piblico, esto es, basada
en motivos de oportunidad.

Por su parte, la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 25 de
julio de 2001, estimé que las concesiones pueden ser revocadas unilateral-
mente por la Administracién en cualquier momento, sin derecho a indemni-
zacién, cuando impidan la utilizacién del dominio publico para actividades
de mayor interés piblico o menoscaben el uso poblico. Concretamente se
pronuncia el Tribunal sobre la revocacién de una concesién de instalacién
fija en el dominio publico maritimo-terrestre, que puede ser revocada aunque
no se hubieran cumplido las condiciones a que hubieran estado sometidas
—v.gr., plazo— con sélo alegar exigencias de interés piblico —en este caso
seria la necesidad de construir un paseo maritimo, que prevaleceria sobre el
interés privado de explotacién de un quiosco— (12). Sobre este particular,
y en el mismo sentido, la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 8
de abril de 2003, consideré que «la cldusula de precario no elimina por si
misma la obligacién administrativa de indemnizar ... no se produce exencidn
del deber de indemnizar en el caso de que la Administracién quiera poner
fin a la situacién creada al amparo de la cldusula de precario, pues esto
sélo se admitiria en una precariedad de segundo grado, pero no en una
precariedad de primer grado creada con cardcter permanente y duradero,
lejos de la provisionalidad y transitoriedad mds propia de la precariedad
de segundo grado» (13).

Mds recientemente, la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 3
de diciembre de 2010, vuelve a incidir sobre la distincién entre la utilizacién
en precario del dominio piblico que se prolonga significativamente en el
tiempo, permitiendo el desarrollo de actividades industriales o mercantiles y la
utilizacién breve o puntual que no sirve de base para iniciativas econémicas
duraderas, que llevé a la referida STS (Sala de lo Contencioso-administrativo),
de 8 de abril de 2003, a distinguir entre precarios administrativos de «primer
grado» y de «segundo grado».

La aparente diferencia de soluciones a que llega el TS en la STS (Sala
de lo Contencioso-administrativo), de 13 de diciembre de 1999 y en las SsTS
(Sala de lo Contencioso-administrativo), de 25 de junio de 2001, de 8 de abril
de 2003, de 21 de octubre de 2004 y de 3 de diciembre de 2010, gravita

(12) Vid. SsTS (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 11 de noviembre de 1986,
de 20 de mayo de 1992 y de 6 de mayo de 1996.

(13) En el mismo sentido, vid. STS (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 21 de
octubre de 2004.
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en torno a la distincién entre autorizaciones y concesiones, uno asunto, como
es sabido, nada pacifico en la doctrina (14). La conclusién a la que puede
llegarse es que en relacién a la procedencia de indemnizacién, se habré de
estar a la existencia de «cldusula de precario», asi como a la finalidad del
rescate de la concesién. De este modo, la precariedad de los titulos habili-
tantes no es Sbice para el reconocimiento del derecho a indemnizacién; sélo
no surgird éste cuando la revocacién no tenga como finalidad la proteccién
y salvaguarda del principal destino del bien de dominio publico sobre el que
recae la concesién —precariedad de segundo grado—. Pero, cuando estuviera
fundada en nuevos criterios de apreciacién del interés publico, surgird enton-
ces el derecho a compensacién (15). Ahora bien, se ha de tener en cuenta,
asimismo, que como ha sostenido en alguna ocasién el TS —en este caso en
la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 4 de noviembre de 1997 —,
«la utilizacién por el Derecho Administrativo de la cldusula de precario supone
un intento de evasién, como muchos ofros, a los controles y especialmente a
la obligacién de indemnizar. Asi, cuando la duracién de la habilitacién se
corresponde con un plazo relativamente amplio, la Administracién carece de
facultades para atribuirse por medio de dichas cléusulas el poder de revocar
o modificar, a libre voluntad y sin compensacién econdmica, el uso anormal
concedido o autorizado. Esto es, la Administracién no puede crear situaciones
en precario similares a las que se dan en Derecho Civil. Habrdé que estar,
pues, a la determinacién de la validez y eficacia de la revocacién teniendo en
cuenta el fin del acto habilitante y las razones de oportunidad, con el objetivo

(14) En relacién con ello, afirma el TS, en Sentencia (Sala de lo Contencioso-admi-
nistrativo) de 4 de noviembre de 1997, que no existe un contenido homogéneo y univoco
ni de las autorizaciones ni de las concesiones. No obstante, a pesar de la esta borrosa
distincién de estos titulos habilitantes en la normativa sectorial, la LPAP, en su art. 86, ha
intentado distinguir claramente ambos titulos en relacién con el uso del dominio pudblico,
estableciendo lo siguiente: 1. El uso comdn de los bienes de dominio piblico podrd reali-
zarse libremente, sin mds limitaciones que las derivadas de su naturaleza, lo establecido
en los actos de afectacién o adscripcién, y en las disposiciones que sean de aplicacién. 2.
El aprovechamiento especial de los bienes de dominio piblico, asi como su uso privativo,
cuando la ocupacién se efectie Unicamente con instalaciones desmontables o bienes muebles,
estardn sujetos a autorizacién o, si la duracién del aprovechamiento o uso excede de cuatro
afos, a concesién. 3. El uso privativo de los bienes de dominio piblico que determine su
ocupacién con obras o instalaciones fijas deberd estar amparado por la correspondiente
concesién administrativa.

Un inferesante estudio ilustrador de esta polémica puede encontrarse en GARCia PErez,
2007: pp. 337-352 y Garcia Perez, 1995. Asimismo, de obligada consulta resulta RANELETT,
1894.

(15) Vid. CorraL Garcia y Lopez Pewicer, 2001: pp. 217 a 219. Cfr. MarTiN MaTeEO,
1968: pp. 93-121.
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de determinar si su ejercicio responde o no a la proteccién y salvaguarda del
destino del bien demanial» (16) (17).

En efecto, debe tenerse presente que la concesién demanial, a diferencia
de la autorizacién, genera una situacién juridica dotada de cierta estabilidad
y firmeza, que no obstante puede extinguirse anticipadamente (revocacién),
siempre que concurra un inferés piblico prevalente y que se proceda a la tutela
del derecho del concesionario mediante la correspondiente indemnizacién (18).
En ofro caso, esto es, cuando la revocacién no tenga como finalidad la pro-
teccién y salvaguarda del principal destino del bien de dominio publico en
cuestién sobre el que recae la concesién —precariedad de segundo grado—,
no habrd derecho a indemnizacién.

(16) Vid. Meste Detcabo, 2004: pp. 491-520. En este sentido, el art. 78 de la
Ley catalana 5/1998, de 17 de abril, de Puertos de Cataluiia prevé la revocacién de las
autorizaciones concedidas por la Administracién portuaria sin derecho a indemnizacién,
cuando sean incompatibles con obras, planes o normativas aprobados posteriormente, cuando
obstaculicen la explotacién portuaria o cuando impidan la utilizacién del espacio portuario
en actividades de mayor interés. Asimismo, la Orden catalana de 4 de abril de 1995 por
la que se regula la Extraccién de Organismos Marinos Vivos con finalidades cientificas,
educativas, culturales y acuariolégicas en las aguas del litoral cataldn prevé la potestad de
revocar unilateralmente y sin derecho a indemnizacién las autorizaciones concedidas antes
de su vencimiento, por razones de interés publico, de preservacién del medio natural o de
conservacién de los recursos (art. 8).

(17)  Ya la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 29 de septiembre de 1980
afirmé que las autorizaciones y concesiones otorgadas en las que se inserta la cldusula de
precario sélo pueden revocarse y ejercitar la correspondiente accién cuando sobrevenga ofro
interés pdblico incompatible con el que motivé su otorgamiento y que sea preferente al primero.
Interesantes también resultan los planteamientos sostenidos en la STS (Sala de lo Contencio-
so-administrativo), de 4 de noviembre de 1997 considera que, a pesar de la presencia de la
cléusula de precario, no aparece necesaria la revocacién de la concesién para la proteccién
de algin bien o interés piblico. Vid. f. j. 8°.

(18)  FernANDEZz Acesepo descarta la hipétesis de revocaciones de concesiones de dominio
plblico no indemnizables, asimilando en consecuencia la revocacién y el rescate (FERNANDEZ
Acesepo, 2007: p. 414). En contra, en cambio, se encuentran algunas normas autonémicas
como la Lley catalana 5/1998, de 17 de abril, de Puertos de Cataluia (art. 78) que prevé
la revocacién de las autorizaciones concedidas por la Administracién portuaria sin derecho
a indemnizacién, cuando sean incompatibles con obras, planes o normativas aprobados
posteriormente, cuando obstaculicen la explotacién portuaria o cuando impidan la utilizacién
del espacio portuario en actividades de mayor interés. Asimismo, la Orden catalana de 4 de
abril de 1995 por la que se regula la Extraccién de Organismos Marinos Vivos con finalidades
cientificas, educativas, culturales y acuariolégicas en las aguas del litoral catalén prevé la
potestad de revocar unilateralmente y sin derecho a indemnizacién las autorizaciones con-
cedidas antes de su vencimiento, por razones de interés piblico, de preservacién del medio
natural o de conservacién de los recursos (art. 8).
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lil. LA REVOCACION Y REVISION DE AUTORIZACIONES POR
MOTIVOS DE LEGALIDAD U OPORTUNIDAD AMBIENTAL EN EL
TRLA ;SON INDEMNIZABLES?

Antes de abordar el andlisis de la revisién de concesiones de uso privativo
de aguas cuando ésta Gltima trae causa en su adaptacién al contenido de los
Planes hidrolégicos por motivos ambientales, conviene que nos detengamos
en el estudio de la regulacién conferida por nuestro ordenamiento juridico a
la revocacién de autorizaciones como titulos habilitantes previstos también en
el TRLA, en la medida en que dicho andlisis puede ayudar a comprender la
distinta naturaleza de los motivos de revisién de concesiones de uso privativo
de aguas y, en consecuencia, facilitar la formulacién de una mds rigurosa
respuesta a los interrogantes que se plantea la doctrina en torno a la indem-
nizabilidad o no del rescate y de la revisién de las concesiones de uso de
dominio piblico hidrdulico.

Debe advertirse, en primer lugar y con cardcter previo, que superado el
tracto dnico de los titulos habilitantes propio de las primeras normas ambienta-
les, el mas moderno Derecho Ambiental viene a configurarlos como titulos de
tracto sucesivo. Y si no es asi, la administracién otorgante, dentro del margen
de discrecionalidad que entonces le otorga la norma, viene a incluir entre su
condicionado la obligacién de ajustarse, en todo momento, a las exigencias de
interés publico. Dichas exigencias de interés pUblico, a su vez, se encontrardn o
no cristalizadas en la normativa sobrevenida, por lo que si éstos requerimientos
cambian, los titulos habitantes habrdn de adaptarse a los mismos (19). Asi, que
la norma reguladora o el propio condicionado del titulo habilitante supedite su
vigencia a la adecuacién de la actividad amparada a estos eventuales cam-
bios de circunstancias, vengan o no constituidos por un cambio normativo, en
ambos casos dichas variaciones encontrardn su fundamento, bien en motivos
de legalidad ambiental, o bien en motivos de oportunidad ambiental (20).
Cuando se trate de licencias o autorizaciones condicionadas a su permanente
adecuacién al estado normativo de cada momento, su revocacién, en caso de
no adaptacién, no deparard derecho a indemnizacién, pues existird el deber
juridico de soportar las inversiones que exijan las nuevas medidas normativas
o bien la revocacién-sancién. Asi se deriva del art. 92.4 de la LPAP. Sobre este
extremo, CucHILO Foix ya advirtié cémo las normas ambientales que prevén la
adecuacién a la normativa futura no prevén derecho a indemnizacién porque
considera que no encajan en el supuesto de privaciones singulares de derechos

(19) Vid. STS (Sala de Contencioso-administrativo) de 22 de septiembre de 1999,
f.j. 2°
(20)  Lopez Pewcer y Luser Borrer, 2002: p. 119.
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que si deparan derecho a indemnizacién (21). En nuestra opinién, ademds, la
razén de la omisién de cualquier referencia normativa o en el clausulado del
titulo habilitante a la indemnizacién se debe, mds bien, al hecho de que el
motivo de la revocacién no puede ser calificado como un cambio de aprecia-
cién del interés publico, habida cuenta de que dicha mutacién se encuentra
prevista por norma o por la Administracién, de suerte que el beneficiario del
titulo habilitante conoce de modo previo la precariedad a que se encuentra
sometido el titulo habilitante. Esto es, el propio cardcter de tracto sucesivo
del titulo implica la vinculacién de su validez a su adecuacién permanente a
los condicionantes que se deriven de la normativa sobrevenida (22). La pre-
cariedad propia de toda autorizacién, pero sobre todo la previsibilidad de
estas modificaciones normativas sobrevenidas, que hacen que el beneficiario
conozca la probabilidad de modificacién del titulo habilitante, justifican que,
en estos casos, el ordenamiento juridico excluya el derecho a indemnizacién.
De este modo, puede decirse que la ambientalizacién del Derecho de aguas,
por lo que se refiere a las autorizaciones, refuerza el precario presente en
toda autorizacién (23). Recuérdese que la LPAP contempla con cardcter general

(21) Es cierto que la adecuacién a la normativa vigente, cuando se trata de ajustar
el plazo de la concesién, no comporta derecho a indemnizacién. Asi lo ha entendido el TS
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Seccién5°) en Sentencia de 22 diciembre 2003, al
considerar que la adecuacién del plazo de duracién de la concesién a los plazos establecidos
en la LC no implica una revocacién de aquélla, en los términos expresados en el apartado 2
de la misma Disposicién Transitoria y la revisién de las cléusulas concesionales conforme a lo
expuesto en su apartado 4, no es aplicable a la reduccién de los plazos de las concesiones
establecidas por mds de treinta afios que puede imponerse sin que, por ese solo hecho, surja
derecho a indemnizacién. Recuérdese que conforme a lo establecido en la Disposicién Tran-
sitoria Sexta, apartado primero de la LC, ni siquiera las concesiones prorrogables conforme
a lo sefialado en el titulo concesional pueden serlo por plazo superior a treinta afios, razén
por la que es conforme al criterio legal limitar temporalmente las concesiones para ocupar
terrenos pertenecientes al dominio publico maritimo-terrestre, preceptuado en la Disposicién
Transitoria decimocuarta, apartado tercero, del Reglamento de Costas , en la que se fija un
plazo de treinta afios, a contar de la entrada en vigor de la Ley, para aquéllas concesiones
no sujetas a él, plazo fijado en la resolucién impugnada. Esta doctrina citada en texto ha sido
acogida por la AN en SAN (Sala de lo Contencioso-Administrativo), de 10 septiembre 2009.

(22) CucHito 1 Foix, 1995: p. 514. Advierte la autora que dichas normas suelen estable-
cer expresamente, y en atencién a que dichas modificaciones operan de forma generalizada
y para la totalidad de los ciudadanos afectados, que tales revocaciones no darén derecho a
indemnizacién. Puesto que mal podrian incluirse en la categoria de privaciones imperativas y
singulares de derechos, en las que el instituto de la Responsabilidad se fundamenta en dltimo
término. Cfr. Garcia MacHo, 1988: pp. 599 y ss. SALA ARQUER se refiere al cardcter general de
la limitacién producida por el cambio de normativa para justificar la inexistencia de derecho
a indemnizacién, conexionando esta cuestién con la prohibicién de retroactividad de las
disposiciones administrativas generales (SALA Arquer, 1974: p. 161).

(23) En un completisimo estudio sobre las concesiones de dominio pUblico, FErRNANDEZ
Aceeepo habla de la «previsibilidad» del cambio de circunstancias, la cual provoca que se
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la revocacién de las autorizaciones de modo unilateral por la Administra-
cién concedente y en cualquier momento, por razones de interés piblico y
sin generar derecho a indemnizacién, cuando resulten incompatibles con las
condiciones generales aprobadas con posterioridad, produzcan dafios en el
dominio publico, impidan su utilizacién para actividades de mayor interés
publico o menoscaben el uso general (art. 92.4 LPAP). Se trata, en este caso,
de un titulo precario ex lege, la autorizacién de uso de bienes de dominio
pUblico, que habilita a la revocacién por motivos de legalidad o por motivos
de oportunidad sin indemnizacién (art. 92.4 LPAP). Como puede colegirse,
dicha regulacién flexibiliza y facilita la gestién del dominio poblico, garantiza
que el destino del bien nunca sea contrario al interés pdblico prevalente y, por
dltimo, evita la obligacién de indemnizar (24).

A nivel jurisprudencial, la conocida STS (Sala de lo Contencioso-adminis-
trativo), de 22 de septiembre de 1999 hizo eco de este tipo de licencias que
nacen «a precario», y que habilitan a la Administracién otorgante a su retirada
cuando razones de interés piblico lo aconsejen, sin generar derechos adquiri-
dos 'y, en consecuencia, sin implicar derecho a indemnizacién, pues consentida
la precariedad del titulo habilitante —autorizacién o licencia— estipulada en su
condicionado o derivada de la norma reguladora, dicha precariedad prevalece
o se impone al derecho a indemnizacién (25).

Si esta es la doctrina general, deviene necesario ahora descender a la
regulacién especial que se deriva del TRLA y que en virtud del art. 84.3 de
la LPAP debe regir en primer lugar. Pues bien, debe sefialarse que las autori-
zaciones de vertido al dominio pdblico hidréulico se configuran como titulos
temporales o perentorios, al estar supeditada su vigencia a un plazo concreto
determinado en la norma, al tiempo que son renovables sucesivamente siempre
que se cumplan las normas de calidad y objetivos ambientales exigibles en
cada momento (art. 101.3 TRLA) (26). Si transcurrido el plazo de su vigencia

considere mds que probable que la autorizacién se va a revocar o modificar. FERNANDEZ
Acesepo, 2007: p. 305.

(24) Vid. FernANDEZ Acesepo, 2007: p. 301, MARTIN MaTeo, 1968: pp. 93-121 y MaARrTIN
ReTorTILO, 1997: p. 226.

(25) Vid. STS de 22 de septiembre de 1999. El Tribunal considera que [...] es la
aceptacién por la entidad interesada, voluntariamente y sin ninguna protesta, de una cldusula
explicita de precariedad en las licencias la que impide la indemnizacién |[...] Son razones
de seguridad juridica (art. 9.3 de la CE|, de buena fe en el ejercicio de derechos (articulo
7.1 del Cédigo Civil), y de respeto al principio de los actos propios [...] las que impiden la
concesién de una indemnizacién a la que la interesada renuncié en su dia. Acto de renuncia
que se sobrepone a lo que establece el articulo 16 del Reglamento de Servicios de las Cor-
poraciones Locales [...] la indemnizacién es procedente en los casos en que la licencia no
contenga tal cldusula de precariedad [...].

(26) Asi se derivaba del art. 93.2 de la LA de 1985 y del art. 101.2 del TRLA.
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no se cumplieren dichos requisitos, podrdn ser unilateralmente modificadas
o revocadas, de acuerdo con los arts. 104 y 105 TRLA (27), sin que ello
comporte derecho a indemnizacién (art. 105.3) (28). De todos los supuestos
previstos en el art. 105 TRLA, el Gnico que se refiere a esta cuestién a que
aludimos es el que vincula la revocacién al incumplimiento de alguna de las
condiciones de la autorizacién. Se trata de una revocacién por motivos de
legalidad —revocacién sancién—, que no da derecho a indemnizacién en
ningun caso (29). Esta solucién es acogida sin ambages por el TS, pues incum-
plidas estas condiciones, no resulta relevante que acontezca un cambio de
planeamiento que, en ofro caso, habria motivado una revocacién por cambio
en los criterios de apreciacién (30).

(27) El art. 104 del TRLA, sobre Revisién de las autorizaciones de vertido dispone lo
siguiente: 1. El Organismo de cuenca podrd revisar las autorizaciones de vertido en los siguientes
casos: a) Cuando sobrevengan circunstancias que, de haber existido anteriormente, habrian
justificado su denegacién o el otorgamiento en términos distintos. b] Cuando se produzca una
mejora en las caracteristicas del vertido y asi lo solicite el interesado. c) Para adecuar el vertido
a las normas y objetivos de calidad de las aguas que sean aplicables en cada momento y, en
particular, a las que para cada rio, tramo de rio, acuifero o masa de agua dispongan los Planes
Hidroldgicos de cuenca. 2. En casos excepcionales, por razones de sequia o en situaciones
hidrolégicas extremas, los Organismos de cuenca podrén modificar, con cardcter general, las
condiciones de vertido a fin de garantizar los objetivos de calidad. Por su parte, el art. 105 del
TRLA establece: 1. Comprobada la existencia de un vertido no autorizado, o que no cumpla las
condiciones de la autorizacién, el Organismo de cuenca realizard las siguientes actuaciones:.
a) Incoar un procedimiento sancionador y de determinacién del dafo causado a la calidad de
las aguas. b) liquidard el canon de control de vertido, de conformidad con lo establecido en
el articulo 113. 2. Complementariamente, el Organismo de cuenca podrd acordar la iniciacién
de los siguientes procedimientos: a) De revocacién de la autorizacién de vertido, cuando la
hubiera, para el caso de incumplimiento de alguna de sus condiciones. Cuando la autorizacién
de vertido en cuencas intercomunitarias se hubiera integrado en la autorizacién ambiental inte-
grada, el organismo de cuenca comunicard la revocacién mediante la emisién de un informe
preceptivo y vinculante a la Comunidad Auténoma competente, a efectos de su cumplimiento. b)
De autorizacién del vertido, si no la hubiera, cuando éste sea susceptible de legalizacién. c] De
declaracién de caducidad de la concesién de aguas en los casos especialmente cualificados de
incumplimiento de las condiciones o de inexistencia de autorizacién, de los que resulten dafos
muy graves en el dominio publico hidrdulico. 3. Las revocaciones y declaraciones de caducidad
acordadas conforme al apartado anterior no dardn derecho a indemnizacién.

(28) Téngase en cuenta que la disp. final segunda de la Ley 16/2002 , de 1 de julio,
de Prevencién y control integrado de la contaminacién, modificé el art. 105 referido en el
Texto legal, al tratar de la revocacién de licencias de vertidos, afiadiendo un nuevo pérrafo
al art. 105.2.a del TRLA del siguiente tenor: Cuando la autorizacién de vertido en cuencas
intercomunitarias se hubiera integrado en la autorizacién ambiental integrada, el organismo
de cuenca comunicard la revocacién mediante emisién de un informe preceptivo y vinculante
a la Comunidad Auténoma competente, a efectos de su cumplimiento.

(29) Con idéntico sentido, vid. art. 16 del RSCL.

(30) La STS (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 15 de enero de 2000 advierte
que, suponiendo que la licencia no haga referencia expresa a dicha pérdida de efectos, el
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Por otra parte, como hemos advertido, el TRLA también prevé la revisién
de las autorizaciones de vertido cuando sobrevengan circunstancias que, de
haber existido anteriormente, habrian justificado su denegacién u otorgamiento
en términos distintos (art. 104.1 a), cuando se produzca una mejora en las
caracteristicas del vertido, y asi lo solicite el interesado (art. 104.1 b}, y, por
dltimo, para adecuar el vertido a las normas y objetivos de calidad de las
aguas que sean aplicables en cada momento y, en particular, a las que para
cada rio, cada tamo de rio, acuifero o masa de agua dispongan los Planes
Hidroldgicos de Cuenca (art. 104.1. ¢). (31) Los dos primeros supuestos vin-
culan la posibilidad de revocacién a la modificacién de las circunstancias de
hecho que motivaron la licencia en las condiciones en que se otorgdé. Mas el
tercer y Gltimo supuesto se refiere simultdéneamente a la mutacién normativa
o al cambio en la apreciacién del interés piblico por otras circunstancias
objetivas como la modificacién de la planificacién hidrolégica o aparicién
de una planificacién sobrevenida. Pues bien, la Ley guarda silencio sobre
la procedencia de indemnizacién en este caso, a diferencia del art. 16 del
RSCLy, como veremos, del art. 65 TRLA en relacién a las concesiones. Podria
platearse, no obstante, la aplicacién del art. 102 de la Ley 30/1992, de 26

art. 16 RSCL, a mayor abundamiento, dispone que quedardn sin efecto si se incumplieren
las condiciones a que estuvieran subordinadas (f.j. 3°). La STS (Sala de lo Contencioso-admi-
nistrativo) de 27 de enero de 1999 enjuicia un supuesto de revocacién de licencia por via
indirecta, sin sujecién a las garantias pertinentes derivadas de la Ley de Procedimiento de
1958, estimando procedente la indemnizacién conforme al art. 16 del RSCLy 36 y ss. del
RAMINP. Vid. f. j. 2°.

(31) Se ha de tener en cuenta, ademds, el art. 261.1 del RDPH, tal y como dispone el
art. 101.3 del TRLA, segin el cual El Organismo de cuenca podrd revisar las autorizaciones
de vertido en los siguientes casos: a) Cuando sobrevengan circunstancias que, de haber exis-
tido anteriormente, habrian justificado su denegacién o el otorgamiento en términos distintos.
b) Cuando se produzca una mejora en las caracteristicas del vertido o una variacién en su
volumen y asi lo solicite el interesado. c| Para adecuar el vertido a las normas de calidad
ambiental correspondientes al medio receptor, contemplados en el respectivo plan hidrolégico
de cuenca o, en su defecto, a las normas de emisién y de calidad ambiental que se dicten
con cardcter general. En casos excepcionales, por razones de sequia o en situaciones hidro-
légicas extremas, los Organismos de cuenca podran modificar, las condiciones de vertido a
fin de garantizar los objetivos de calidad, de acuerdo con lo previsto en el art. 104 del TRLA.

En contra del contenido expropiatorio de las limitaciones temporales de caudales en situa-
ciones de sequia, se encuentra la STS (Sala de lo contencioso-administrativo), de 25 de octubre
de 2004, en la que el alto Tribunal, ante una solicitud de indemnizacién de la Comunidad de
Regantes del Valle Inferior del Guadalquivir por limitacién temporal de caudales regulados por el
embalse de La Brefia, segin lo establecido en el Real Decreto 59/1992, de 22 de mayo, sobre
Medidas administrativas especiales para la gestién de los recursos hidrdulicos ante un periodo de
sequia, repite su decisién tomada en la STS de 14 de junio de 2003. En ambas sentencias, el TS
considera adecuadas las medidas adoptadas por la Confederacién Hidrogrdfica del Guadalquivir
y niega que tengan cardcter expropiatorio, condenando en costas a la Comunidad de Regantes
en la STS (Sala de lo Contencioso-administrativo), de 25 de octubre de 2004.
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de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Comdn (LRJPAC) —ahora 106 de la Ley 39/2015,
de 1 de octubre, de procedimiento Administrativo Comdn (LPAC)—, segin el
cual, las Administraciones piblicas, al declarar la nulidad de una disposicién
o acto, podrdn establecer, en la misma resolucién, las indemnizaciones que
proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en

los arts 139.2 y 141.1 de la misma (art. 102.2 LRJPAC) (32).

Por lo demds, como hemos visto supra, si acudimos a la regulacién general
albergada por el art. 92.4 de la LPAP respecto de las autorizaciones demania-
les, se establece que Las autorizaciones podrdn ser revocadas unilateralmente
por la Administracién concedente en cualquier momento por razones de interés
publico, sin generar derecho a indemnizacién, cuando resulten incompatibles
con las condiciones generales aprobadas con posterioridad, produzcan dafios
en el dominio publico, impidan su utilizacién para actividades de mayor interés
publico o menoscaben el uso general.

Como puede observarse, ni la regulacién especial contenida en el art. 104
y concordantes del TRLA, ni la regulacién general contemplada en el art. 92.4
de la LPAP reconocen el derecho a indemnizacién por revocacién o revisién de
autorizaciones demaniales basada en razones de interés publico, independien-

(32) El precepto citado, cuya regulacién ha dejado intacta la reciente Ley 39/2015,
de 1 de octubre, de Régimen juridico de las Administraciones Piblicas (art. 106), dispone lo
siguiente: 1. Las Administraciones publicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a
solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u érgano consultivo
equivalente de la Comunidad Auténoma, si lo hubiere, declarardn de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la via administrativa o que no hayan sido recurridos
en plazo, en los supuestos previstos en el articulo 62.1. 2. Asimismo, en cualquier momento,
las Administraciones publicas de oficio, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u
Srgano consultivo equivalente de la Comunidad Auténoma si lo hubiere, podrdn declarar la
nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el articulo 62.2. 3. El
érgano competente para la revisién de oficio podré acordar motivadamente la inadmisién a
trémite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar dictamen
del Consejo de Estado v érgano consultivo de la Comunidad Auténoma, cuando las mismas
no se basen en alguna de las causas de nulidad del articulo 62 o carezcan manifiestamente
de fundamento, asi como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo
ofras solicitudes sustancialmente iguales. 4. Las Administraciones publicas, al declarar la nulidad
de una disposicién o acto, podrdn establecer, en la misma resolucién, las indemnizaciones
que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en los articulos
139.2 y 141.1 de esta Ley; sin perjuicio de que, tratdndose de una disposicidn, subsistan
los actos firmes dictados en aplicacién de la misma. 5. Cuando el procedimiento se hubiera
iniciado de oficio, el transcurso del plazo de tres meses desde su inicio sin dictarse resolucién
producird la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de
interesado, se podrd entender la misma desestimada por silencio administrativo. la remisién
que efectia el precepto al régimen de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones
Piblicas, debe entenderse efectuado ahora a los arts. 32.2 y 34.1 de la Ley 40/2015, de 1
de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico (LRJSP).
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temente de que se encuentren previstas en una norma o supongan el ejercicio
de la discrecionalidad del planificador dentro de su margen de apreciacién
del interés pdblico.

4. LA REVOCACION Y REVISION DE CONCESIONES DE USO PRIVA-
TIVO DEL AGUA COMO CONSECUENCIA DE SU ADAPTACION A
LAS EXIGENCIAS AMBIENTALES DE LOS PLANES HIDROLOGICOS
¢SON INDEMNIZABLES?

1. La revocacién de concesiones de uso privativo de aguas por
exigencias ambientales es indemnizable

Una vez expuesta supra la opcién del legislador respecto de la revocacién
y revisién de autorizaciones demaniales, procede entonces que nos pregunte-
mos si existe derecho a indemnizacién cuando se reconsidera una concesién
de uso privativo de aguas. La concesién de uso privativo de aguas es un titulo
juridico administrativo de carécter temporal que habilita a su titular al uso
privativo, consuntivo o no, del agua. Estas concesiones deben moverse en el
marco de los Planes hidrolégicos, debiendo otorgarse de conformidad con el
orden de preferencia de usos fijado en el Plan. Su otorgamiento serd discre-
cional, siempre observando dicho orden de preferencia, pero toda resolucién
seréd motivada y adoptada en funcién del interés poblico.

Una vez otorgada la concesién de uso privativo del agua, ésta no puede
identificarse, sin més, como derecho absoluto, por lo que nuevos criterios de
apreciacién del interés poblico justificarian su revocacién o revisién. Estos nue-
vos criterios pueden derivar precisamente de la ambientalizacién del Derecho
de aguas a la que asistimos en la actualidad, que en este punto supone la
necesaria observancia por parte de los Planes hidrolégicos de las exigencias
del Derecho comunitario, especialmente de la Directiva 2000/60/CE Marco
de Aguas, pero también como hemos dicho del régimen comunitario de la
responsabilidad ambiental, de la evaluacién ambiental y de proteccién de
espacios y especies, que se impone, como una limitacién mds, y condiciona
estas concesiones demaniales. El problema, como es sabido, se plantea cuando
estas exigencias ambientales son sobrevenidas y afectan a concesiones de uso
privativo de aguas previamente concedidas.

Para el caso del rescate o revocacién de concesiones de uso privativo de
agua, ya hemos sefialado que, en aplicacién el art. 100 de la LPAP, se reco-
noce en fodo caso derecho a indemnizacién (33). No obstante, se habrd de

(33) El Consejo de Estado, en Dictamen ndm. 622/2010, de 30 de septiembre declara
conforme a derecho la caducidad de la concesién por incumplimiento de las obligaciones
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estar, ex art. 84.3 de la LPAP, a lo que disponga el TRLA, al establecer dicho
precepto que Las concesiones y autorizaciones sobre bienes de dominio publico

relativas a la escala de peces y al caudal ecolégico. Por su relevancia, y relacién con la
temdtica tratada en el texto, extractamos su argumentacién: «Y es que la necesidad de asegurar
la conectividad de la biodiversidad del rio y la proteccién de la dnica especie formalmente
declarada como “amenazada” por el ordenamiento, obedecen a un modelo de gestién deri-
vado de la transposicién al derecho espariol de la directiva hébitats y de la declaracién del
espacio como lic de la red natura 2000, lo que como obligacién juridica es posterior en su
implantacién a la existencia de la concesidn ... es mds, el propio clausulado concesional
parecié prever que podria ser irremediable tener que extinguir antes la concesién. Efectiva-
mente, el dltimo pdrrafo de la condicién decimocuarta sefiala: “la administracién podrd, una
vez transcurridos 25 afios, y mediante resolucién motivada, declarar extinguida la concesién,
cuando el aprovechamiento no se adecie al plan hidrolégico o en el caso en que la conti-
nuacién de la explotacién no conviniere al interés piblico, sin que el concesionario tenga
derecho a indemnizacién alguna por aplicacién del articulo 63 de la Lley de aguas, ni por
ninguna otra razén, revirtiendo al estado, en este caso el rescate anticipado, gratuitamente y
libre de cargas, las obras que hubiesen sido construidas dentro del dominio pdblico hidrdu-
lico para explotacién del aprovechamiento”. Por tanto, era hasta cierto punto previsible ese
cambio legislativo, hasta el grado de que se previeron explicitamente sus efectos, con unas
consecuencias radicalmente distintas a las de la caducidad o el rescate de la concesién que
en principio tiene un término mucho mds extenso (hasta 2067 y no hasta 2019). Sin embargo,
aunque esta cldusula podria haber dado lugar a plantear de manera distinta el expediente,
lo cierto es que no ha habido variacién alguna en dicha legislacién ni en la legalidad que
rige la concesién ya que el clausulado concesional contribuia a mitigar todo posible efecto
ambiental si se cumplia. Y respecto de éste, no ha habido cambio sino, como mucho, distinta
valoracién del peso que dichas normas tienen; pero ello, es decir, ajustarse a ellas, era obli-
gacién del concesionario como lo viene siendo de la administracién. Que el funcionamiento
“ordinario” de una minicentral como la que es objeto del expediente, puede en la actualidad
resultar imposible o muy improbable, debido al cambio en el régimen ecolégico del rio que
intrinsecamente supone la mera existencia de la minicentral en ese lugar concreto, no implica
que por ello haya quedado el concesionario legitimado para desentenderse de sus obligacio-
nes para que las condiciones del clausulado concesional alcanzasen el resultado para el que
fueron previstas, mdxime cuando esos resultados son valorados de manera objetiva por el
ordenamiento como un bien juridico de mayor intensidad. A su vez, el que, como resultado
del expediente, la solucién definitiva mds idénea conforme al ordenamiento sea la desapari-
cién del azud y la restauracién ecoldgica del rio [es decir, la casi constatacién de que hoy
un proyecto semejante no pasaria los estdndares que la praxis de la evaluacién de impacto
ambiental y la gestién de las especies y lics de la red natura 2000 imponen] no implica que
la mera existencia de esta hipdtesis o posibilidad pueda ser utilizada como excusa para
argumentar que ha declaracién de caducidad implica desviacién de poder. Objetivamente,
el clausulado concesional no se ha cumplido y ello basta para aplicar el pérrafo primero de
la cléusula decimocuarta que por ello prevé la caducidad de la concesién: “el derecho al uso
de las aguas que por esta concesién se oforga se extinguird por: (...) Por caducidad debido
al incumplimiento de una cualquiera de las condiciones...”, lo que no requiere intencionalidad
ni negligencia [a diferencia de otros supuestos de extincién, que si la exigen expresamente
segun este mismo pdrrafo primer de esta misma cléusula decimocuarta], sino determinacién de
a quién es imputable el que el clausulado concesional no se cumpla. Y en el presente supuesto
las consecuencias deben recaer sobre quien asumid primariamente la obligacién de que el
sistema se ajustara a dicho clausulado: el concesionario [y su arrendatario)».
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se regirdn en primer término por la legislacién especial reguladora de aquéllas
y, a falta de normas especiales o en caso de insuficiencia de éstas, por las
disposiciones de esta ley. En consecuencia, al silenciar el TRLA la regulacién
del rescate de la concesidn, devendrd aplicable, en todo caso, el art. 100 de
la LPAP. En cambio, como se verd a continuacién, en relacién con la revisién
se habré de estar a lo que establece el art. 65 del TRLA.

2. La insuficiente regulacién de la revisiéon de concesiones de uso
privativo de agua en el TRLA

Ya se ha tenido ocasién de advertir que el TRLA establece taxativamente en
su art. 65 los distinfos motivos de revisién de las concesiones de uso privativo
de aguas. Asi, en primer lugar se refiere a aquellos casos en que de forma
comprobada se hayan modificado los supuestos determinantes de su otorga-
miento [art. 65.1. a) TRLA]. En segundo término, a aquellos supuestos en que
la revisién se derive de fuerza mayor, a peticién del concesionario [art. 65. 1
b) TRLA]. Y, en tercer y dltimo lugar cuando lo exija su adecuacién a los Planes
Hidrolégicos [art. 65.1 ¢) TRLA]. Pues bien, sélo en el caso albergado por el
apartado ¢ del art. 65.1, esto es, cuando lo exija su adecuacién a los Planes
Hidrolégicos, a tenor del TRLA el concesionario perjudicado tendrd derecho a
indemnizacién, de conformidad con lo dispuesto en la legislacién general de
expropiacién forzosa (art. 65.3 TRLA).

A la vista de este precepto, debemos poner de relieve que el art. 65
del TRLA no agota la regulacién de la cuestidn que venimos tratando, en la
medida en que no contempla, de modo expreso, la modificacién o revisién
de las concesiones de uso privativo de aguas basadas en la incompatibilidad
de las mismas con los requerimientos ambientales derivados de la normativa
sobrevenida, aunque es verdad que, por supuesto, ésta puede estar contenida
en un Plan hidrolégico, pero también puede derivarse directamente de otras
normas. Tampoco contempla el TRLA separadamente la revocacién por motivos
de oportunidad, aunque es cierto que pueden ser motivos de oportunidad los
que hayan llevado al planificador a modificar el Plan hidrolégico a cuyos pos-
tulados debe adaptarse la concesién de uso privativo previamente otorgada.

Asi las cosas, cuando acontezca un cambio normativo, que suponga la
ilegalidad sobrevenida de la concesién previamente otorgada, la Administra-
cién hidrdulica concedente deberd volver sobre la misma y revisarla. Dicha
operacién debe realizarse en ejercicio de una obligacién, pues dicha eventual
revocacién o revisién —segin los casos—, por lo demds, no constituye una
facultad de la Administracién hidrdulica. En cambio, cuando la Administra-
cién tiene atribuidas potestades discrecionales, puede revocar entonces las
concesiones previamente otorgadas como consecuencia de un cambio en los
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criterios de apreciacién del interés piblico, precisamente en ejercicio de dicha
discrecionalidad. Tanto en un caso como en ofro, cambio normativo o cambio
en los criterios de apreciacién del interés piblico, siempre que la finalidad de
proteccién del destino principal del bien esté presente, deberia estar justificado
el derecho a indemnizacién. Como vimos, asi se deriva del art. 100 de la
LPAP, a pesar del silencio del TRLA sobre este extremo.

No obstante, se observa un frecuente intento, por parte del legislador, de
evitar a toda costa el derecho a indemnizacién cuando acontecen cambios
normativos. Asi, la normativa ambiental hace uso de disposiciones transitorias
para retrotraer la aplicacién de nuevas medidas a las concesiones de uso
privativo de agua, sin fijar compensacién alguna. Se trata, por lo demds,
de una tendencia generalizada y a nuestro juicio adecuada en un Estado
ecolégico de Derecho, al que debemos caminar (34), a pesar de que fuera
denunciable en fechas pasadas, cuando MarTiN MATEO acusaba a la Adminis-
tracién de desnaturalizar la cldusula de precario, para amparar una libertad
de movimientos incompatible con el principio de legalidad, el propio sentido
de la demanialidad y los imperativos de la economia (35). Y, con la misma
finalidad, otras normas introducen la cldusula de adecuacién progresiva a la
mejor tecnologia disponible, que se convierten en una nueva condicién impli-
cita, por ejemplo, de las autorizaciones de vertido, asi como la referencia a la
necesaria adecuacién a la legislacién ambiental aplicable en cada momento,
sin reconocer en ninguno de estos dos supuestos derecho a indemnizacién (36).

3. El general reconocimiento de indemnizacién derivado de la
revision de concesiones cuando lo exija su adecuaciéon a los
Planes Hidrolégicos. La necesaria reformulacién de esta solu-
cién legal en funcién de la distinta naturaleza de las exigencias
de los Planes hidrolégicos

Nuestro ordenamiento juridico contempla expresamente la revisién de
concesiones, a diferencia de la revocacién de concesiones (art. 65 TRLA).
Ademds, ya hemos sefialado que el art. 65. 1 ¢) del TRLA contempla como

(34) El profesor Lorez RamON abundaba sobre la imposicién de esta cldusula del Estado
en su Conferencia inaugural en el Congreso «Derecho Ambiental para una economia verde»,
organizado por la Red Ecover: medio ambiente y mercado, celebrado en A Corufia durante
los dias 19 y 20 de noviembre de 2015.

(35) MartiN MaTEO, 1968: p. 121.

(36) Sobre este extremo, resulta fundamental el profundo estudio que se efectia por
Fortes MarTiN, 2013: pp. 361 y ss. El autor atisba una mayor funcionalidad futura de las MTD,
que también podria resultar de aplicacién a las concesiones de uso privativo de aguas cuando
el Plan hidrolégico, o bien la propia concesién, condicionara la vigencia de la concesién a
su adecuacién a la MTD (p. 370).
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uno de los motivos de revisién de estos fitulos habilitantes la necesaria adap-
tacién a los Planes hidrolégicos, contemplando en todo caso la indemnizacién
(art. 65.3 TRLA).

En orden a determinar si, en todo caso, en estos supuestos existe y en
puridad debe existir derecho a indemnizacién, debemos prestar especial aten-
cién a la naturaleza de las nuevas exigencias ambientales contenidas en los
Planes hidrolégicos, a las cuales deben adaptarse las concesiones previamente
otorgadas (37). En orden a la justificacién o no de la eventual indemnizacién
deben distinguirse distintos supuestos.

Por un lado, debe recordarse que los Planes hidrolégicos albergan disposi-
ciones de contenido normativo y no normativo. Las primeras, a su vez, pueden
responden al ejercicio de la competencia normativa estatal en materia de aguas
(art. 149.1. 22° CE) o al ejercicio de la competencia estatal para el estableci-
miento de las bases sobre proteccién del medio ambiente (art. 149.1.23° CE).
Y, en este ltimo caso, puede tratarse de exigencias ambientales derivadas del
Derecho comunitario, en cuyo caso supondrdn una transposicién del mismo,
o no. las segundas, de contenido no normativo, podran suponer la materiali-
zacién de la discrecionalidad planificadora en materia de aguas, que habré
de basarse en motivos de oportunidad.

Asi las cosas, por un lado, cuando la modificacién del Plan hidrolégico,
que obliga a revisar una concesién de uso privativo del agua previamente
concedida, supone el ejercicio de las competencias que la Constitucién atribuye
al Estado en materia de aguas ex art. 149.1 22° CE, nos encontrariamos en
presencia de una modificacién de la Planificacién hidrolégica basada, bien en
motivos de legalidad —si se trata de una disposicién de cardcter normativo— o
de oportunidad —si el planificador se mueve en el marco de la discrecionalidad
que le otorga la normativa estatal en materia de gestién de las aguas— (38).

En segundo lugar, cuando la modificacién de la Planificacién hidrolégica,
que va a exigir una reconsideracién de las concesiones de uso privativo del
agua previamente otorgadas, trae causa en la incorporacién de condicionantes
ambientales al Plan hidrolégico, podria entenderse que dichos condicionantes
gozan de cardcter normativo ex art. 149.1 23° CE —se trate o no de exigen-
cias derivadas del Derecho comunitario— por lo que la concesién que debiera
ajustarse a dichos postulados lo seria en todo caso por motivos de legalidad.

(37) Debe tenerse en cuenta que los planes hidrolégicos son piblicos y vinculantes,
sin perjuicio de su actualizacién o revisién, «y no creardn por si solos derechos a favor de
particulares o entidades, por lo que su modificacién no daré lugar a indemnizacién, sin
perjuicio de lo dispuesto en el articulo 65» (art. 40.4 TRLA)» (f. j. 4°).

(38) Sobre el contenido normativo de los planes, vid. FANLO Loras, 2006: p. 63; EmeiD
lRujo, 1990: pp. 115-152; Caro-PATON CArRMONA, 2006: pp. 37 y ss.
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En este grupo de causas, habria que considerar tanto el establecimiento de
nuevos caudales ecolégicos, como ofros condicionantes ambientales que pudie-
ran resultar de obligada observancia como lo son las medidas resultado de
la evaluacién ambiental o de la aplicacién de la normativa reguladora de la
responsabilidad ambiental o bien de la prevalencia de la planificacién de los
recursos naturales en los términos del art. 19 de la Ley 42/2007, de 13 de
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad (LPNB) y en el marco
de la Directiva Hébitat, entre otras (39).

Pues bien, el art. 65.1.c) del TRLA se refiere indistintamente a cualquier
exigencia que se derive de un Plan hidrolégico, aparejando en todo caso la
correspondiente indemnizacién cuando la revisién de una concesién de uso
privativo de aguas traiga causa en su adaptacién al mismo.

A nuestro juicio, se deben considerar de modo separado las consecuencias
juridicas derivadas de la revisién de concesiones de uso privativo del agua,
cuando dicha reconsideracién o modificacién responda a nuevas exigencias
derivadas de la discrecionalidad del planificador en materia de aguas, respecto
de aquellas que pudieran derivarse del ejercicio de competencias normativas
en materia de aguas o de medio ambiente, como lo es por ejemplo el esta-
blecimiento de caudales ecolégicos y otros requerimientos ambientales a los
que ya se ha hecho alusién (40).

(39) Dispone el art. 19 LPNB, tras la reforma operada Ley 33/2015, de 21 de sep-
tiembre, por la que se modifica la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural
y de la Biodiversidad, que 1. Los efectos de los Planes de Ordenacién de los Recursos Natu-
rales tendrdn el alcance que establezcan sus propias normas de aprobacién. 2. Cuando los
instrumentos de ordenacidn territorial, urbanistica, de recursos naturales y, en general, fisica,
existentes resulten contradictorios con los Planes de Ordenacién de Recursos Naturales debe-
rén adaptarse a éstos. En tanto dicha adaptacién no tenga lugar, las determinaciones de los
Planes de Ordenacién de Recursos Naturales se aplicardn, en todo caso, prevaleciendo sobre
dichos instrumentos. 3. Asimismo, los Planes de Ordenacién de los Recursos Naturales serén
determinantes respecto de cualesquiera otras actuaciones, planes o programas sectoriales, sin
perjuicio de lo que disponga al respecto la legislacién autondmica. Las actuaciones, planes
o programas sectoriales sélo podrdn contradecir o no acoger el contenido de los Planes de
Ordenacién de los Recursos Naturales por razones imperiosas de interés publico de primer
orden, en cuyo caso la decisién deberd motivarse y hacerse piblica. 4. Los Ayuntamientos, en el
émbito de sus correspondientes competencias, podrdn proponer excepciones para garantizar la
prestacién de los servicios minimos previstos en el articulo 26 de la ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las Bases del Régimen Local. Estas excepciones deberdn estar suficientemente
motivadas y someterse a la aprobacién del érgano competente de la comunidad auténoma.

(40) Recuérdese que ademds, en este segundo caso, precisamente razones imperiosas
de interés piblico de primer orden, entre las que se encuentran motivos econémicos, ademds
del interés poblico ambiental, la seguridad piblica y la salud piblica, pueden justificar una
excepcién a la limitacién debida que se exige incorporar a los planes hidrolégicos (condi-
cionantes ambientales), salvo que las limitaciones deriven de la presencia de un LIC, ZEC o
ZEPA en la que se encuentren hdbitat prioritarios, como ha entendido la jurisprudencia del
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Entendemos que cuando la modificacién del Plan hidrolégico trae causa en
la incorporacién de condicionantes ambientales, por gozar siempre de cardcter
normativo, la concesién que debiera ajustarse a dichos postulados lo seria por
motivos de legalidad, debiendo reconocerse en todo caso derecho a indemniza-
cién, de conformidad con la LEF y tal y como se deriva de la genérica solucién
que confiere a todos los supuesto de adaptacién a los Planes hidrolégicos el
art. 65.1. ¢] y, en relacién con éste, el art. 65.3 del TRLA. Esto es, cuando la
modificacién del Plan hidrolégico en que se fundamenta la modificacién de
la concesién de uso privativo de agua supone la incorporacién de exigencias
ambientales derivadas de la normativa comunitaria ambiental o bien supone
el ejercicio de la competencia estatal para el establecimiento de las bases
sobre proteccién del medio ambiente ex art. 149.1 23° CE. Recuérdese que
estas exigencias pueden derivarse, como ya se anuncié, de toda la normativa
ambiental, en especial, en sede de responsabilidad y evaluacién ambiental y
espacios y especies protegidos.

Asimismo, cuando la modificacién del Plan hidrolégico se base en nuevos
criterios de apreciacién del interés publico ambiental, por consistir la formu-
lacién de dicha modificacién en una materializacién de la discrecionalidad
de la que goza el planificador hidrdulico dirigida a la proteccién del medio
ambiente, en base a la funcién socio-ambiental del agua, nos encontrariamos
ante supuestos que, a todas luces, merecen indemnizacién. En este caso, la
funcién socio-ambiental del agua debe jugar a favor del reconocimiento de
indemnizacién, al poderse considerar que los nuevos criterios de apreciacién
pasan por reforzar el principal destino del bien agua como bien ambiental.
Sélo se excluiria el derecho a indemnizacién cuando los nuevos criterios de
apreciacién tuvieran una finalidad distinta a la proteccién del principal des-
tino del bien. Por ello, puede afirmarse que si procederd dicho derecho, si
devinieran circunstancias sobrevenidas de interés pdblico ambiental, incluido
el cambio normativo (41).

Ahora bien, en sentido contrario, y por ello no consideramos adecuado
que los arts. 65.1.¢) y 65. 3 TRLA no hayan precisado una solucién distinta para
estos supuestos, debe advertirse que cuando la modificacién del Plan hidrolé-

TJCE, en cuyo caso quedarian excluidas las razones econdmicas. Se observa, pues, cémo en
el dmbito de los espacios integrados en la Red Natura 2000 podrian admitirse revocaciones
por motivos de oportunidad que tuvieran una finalidad distinta a la proteccién del principal
destino del bien, lo cual, como ya sefialamos, no genera derecho a indemnizacién.

(41) Asi, por ejemplo, cuando se trata de adaptar las caracteristicas de los aprove-
chamientos de aguas privadas inscritos, se entiende que ello supone una adaptacién a los
planes hidrolégicos, resultando entonces aplicable el art. 65.3 del TRLA, procediendo, en
consecuencia, indemnizacién (SsTS) de Andalucia, ndim. 1595/2012, de 31 de mayo y nim.
1562/2012, de 28 de mayo).
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gico al que debe ajustarse una concesién demanial se encontrara motivada
en el interés piblico ambiental como prevalente sobre otros intereses tenidos
en cuenta al oforgar la concesién, o en ofros intereses que se consideraren
prevalentes en un momento posterior a su otorgamiento, no deberia proceder
la indemnizacién, en la medida en que en este caso si existe el deber juridico
de soportar los eventuales perjuicios derivados del ejercicio de la potestad de
revisién por motivos de oportunidad.

En esta linea, parte de la doctrina ha sostenido que cuando la revisién de
la concesién de uso privativo de aguas se base nuevas exigencias derivadas del
caudal ecolégico, no existe derecho a indemnizacién porque la Administracién
hidraulica no garantiza la disponibilidad de los caudales concedidos, esto es,
se considera que se da el supuesto previsto en el art. 65.1.a) del TRLA y que
al existir menor disponibilidad se han modificado los supuestos determinantes
de su otorgamiento, no resultando de aplicacién por ende el art. 65.3 del
TRLA (42). Recuérdese que el art. 59.7 del TRLA establece que los caudales
ecolégicos se fijardn en el correspondiente Plan hidrolégico. Y en el mismo
sentido, la jurisprudencia mds reciente ya se ha pronunciado acerca de la
indemnizabilidad de la revisién de las concesiones por razén de los caudales
ecolégicos, entendiendo que no existe derecho a indemnizacién (43).

No obstante, es cierto que el TS no termina de decantarse por una u ofra
solucién indemnizatoria en relacién con las limitaciones derivadas del estableci-
miento de los caudales ecolégicos en los Planes hidrolégicos. Asi, la STS (Sala
de lo Contencioso-administrativo), de 25 de octubre de 2013, resulta un claro
exponente de lo que venimos sefialando, al vincular la variable ambiental a la
propia naturaleza y existencia de los caudales de mantenimiento o ecolégicos
(f. j. 6°). En este sentido, el TS explica el hecho de que el mencionado art. 59.7
del TRLA establezca una limitacién al uso privativo de las aguas mediante
concesién administrativa, excluyendo a los caudales ecolégicos de su consi-
deracién como uso a efectos de las concesiones e imponiéndolos como una
restriccién de cardcter general a los sistemas de explotacién, sélo sometida a
la supremacia del uso del agua para abastecimiento de poblaciones. Considera
el Tribunal que la lucha de intereses, ambiental y por la calidad y seguridad en
el suministro de energia eléctrica, ha de resolverse «<mediante la ponderacién
y valoracién, en cada caso, de sus repercusiones concretas« (f. j. 8°). Sin
embargo, el TS ha llegado a dejar a salvo dicha posibilidad indemnizatoria.

(42) Sastre Becerra considera que en la medida en que los caudales ecolégicos no
tienen la consideracién de usos, sino més bien de restricciones a los sistemas de explotacién,
no existe por ello derecho a indemnizacién (Sastre Becerra, 2010: p. 13). En el mismo sentido,
Brurao Curier, 2008. En contra, Deicapo Piqueras, 1992 y Caro PATON, 2002: pp. 115y 116.

(43) STS (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 23 de septiembre de 2014 y SAN
(Sala de lo Contencioso-administrativo) nim. 34, de 28 de enero de 2015.
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Asi, la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de julio de 2014 (Sala de lo
Contencioso-Administrativo), aun cuando no se pronuncia con cardcter generol
y abstracto sobre los casos en los que ha de indemnizarse a los concesionarios
por la modificacién de los caudales ecolégicos, admite que en algunos casos
pueda haber indemnizacién, al establecer que «Esta cuestién ha de suscitarse
y resolverse, a tenor de los articulos 65.3 y 65.1.c) del TR de la Ley de Aguas,
cuando se impugne la revisién de cada concesién administrativa», aunque
recordando que la indemnizacién es una excepcién a la regla general (44).
En efecto, la jurisprudencia vertida sobre las impugnaciones ambientales de
los planes hidrolégicos del denominado «segundo ciclo de la planificacién
hidrolégica (2010/2014)» ha hecho eco de esta problemdtica, entendiendo
el TS que no es el Plan el que debe establecer la indemnizacién, en su caso,
sino que la indemnizacién procederd cuando se revise la concesién (45).

Debe concluirse que la precariedad propia de las autorizaciones como
titulos habilitantes, pero sobre todo la previsibilidad de las modificaciones
normativas sobrevenidas, que hacen que el beneficiario de aquélla conozca
la probabilidad de modificacién de su titulo habilitante, justifica que, en estos
casos, el ordenamiento juridico excluya el derecho a indemnizacién. En cam-
bio, cuando se trata de concesiones, al habilitar éstas a un uso de mayor
intensidad, y para las que el legislador no ha contemplado expresamente su
extincién anticipada por razones de interés piblico, y sobre las que tampoco
se positiva su cardcter precario a diferencia de las autorizaciones ex art. 92.4
LPAP, no puede afirmarse que en todo caso deba excluirse la indemnizacién,
pero tampoco que deba reconocerse siempre ex art. 65.3 del TRLA. De este
modo, la ambientalizacién del derecho de aguas y su funcién socio-ambiental
como finalidad prevalente ex art. 33.2 CE, estd provocando que la precarie-
dad propia de las concesiones, en estos casos se acerque més a la que se
ha venido en denominar precariedad de segundo grado, al convertir en en
previsibles modificaciones de concesiones basadas en la proteccién ambiental
y del caudal ecoldgico, sin que estos supuestos se considere que encajan en
el art. 65.1 ¢J, por mucho que estén contemplados en el plan, por lo que no
procederia indemnizacién

A la luz de todo lo dicho, y a la vista de la regulacién que a esta cues-
tion ofrece el art. 65 del TRLA, no nos queda més que operar caso por caso,
atendiendo al fundamento y finalidad de la modificacién de la concesién,

(44) Vid. Comentario a la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-ad-
ministrativo) de 11 de julio de 2014 de Casapo Casabo, 2014.

(45) Vid. STS (sala de lo Contencioso-administrativo), de 5 de diciembre de 2014. Un
detenido andlisis de la reciente jurisprudencia sobre indemnizacién de los dafios derivados
de las limitaciones ambientales contenidas en los planes hidrolégicos, puede consultarse en
Awarez CARRERO 'y PERez DE 10s Coos, 2014: pp. 169-232.
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asi como a su previsibilidad (46). El Derecho de aguas deberia, pues, en el
sentido propuesto en el presente trabajo, distinguir los efectos de la revisién
anticipada de las concesiones de uso privativo del agua, en funcién del fun-
damento, finalidad y previsibilidad de la modificacién del Plan hidrolégico al
que se pretenden adaptar éstas.
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